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Este trabajo lo realiza un equipo que se propone seguir el desarrollo de la coyuntura mundial así como sus particularidades en Latinoamérica y Argentina. El objetivo es producir una herramienta de análisis que contribuya a la discusión de la situación que vivimos. Para esto, se siguen a diario de diversos periódicos y fuentes de información locales, latinoamericanas, estadounidenses y europeas, buscando una visión amplia que permita extraer las posturas y comportamientos de las diferentes burguesías y organismos internacionales en torno a temas tales como el desarrollo de la crisis y la recesión mundial, el desempleo, la concentración del capital, la apertura de los mercados, las políticas crediticias, comerciales, monetarias, laborales, de regionalización, de militarización, la conflictividad social, etc.

Fuentes consultadas: 

EE.UU: Wall Street Journal (WSJ); New York Times (NYT); Washington Post (WP) /// Francia: Le Fígaro (LF) /// Gran Bretaña: The Economist (TE); BBC News (BBC)
México: La Jornada de México (LJdM) /// Brasil: Gazeta Mercantil (GM) 

Argentina: Clarín (C); La Nación (LN) 

Situación mundial

El relanzamiento del crecimiento econó-mico sigue posponiéndose y determina cada vez más la necesidad de, como mínimo, mantener lo que cada uno tiene. De allí que los foros multilarales encuentren tanta dificultad para  llegar a acuerdos y destrabar conflictos. Así las contradicciones se acumulan irresueltas y la resolución de las rivalidades se da a través de hechos consumados. Vemos así a EEUU haciendo y deshaciendo a su antojo en el Irak ocupado, los resultados nimios del encuentro del G-8, las dificultades de la UE para zanjar querellas internas, o –más cerca nuestro- las trabas del Mercosur para ser algo más de lo que es hoy.


Situación política

Unión Europea

Reforma institucional. En la cumbre de Salónica se acordó mantener como base de próximas negociaciones el proyecto de reforma política de la UE impulsado por el ex presidente Giscard D´Estaing. Lo más saliente es que, contra las intenciones iniciales de la Convención que lo elaboró, se renuncia a la idea de convertir a la UE en una suerte de federación de estados, preservando el poder de veto bajo la fórmula de “voto calificado” para los estados con mayoría demográfica. Inglaterra se ha aferrado tradicionalmente a este poder de veto por temor a ser “arrastrada” por Francia en política exterior. Ahora, y ante la evidente disparidad de criterios en la UE (potenciada además por la incorporación de 10 nuevos miembros, sospechosos de “pro-americanismo”) son Francia y Alemania las que temen verse “arrastradas”. 

Nuevos miembros. Con el triunfo, en sendos referéndums, de la propuesta por el ingreso a la UE en Polonia y República Checa, ya suman siete los países de Europa del Este en que se ha definido esta incorporación para 2004 (los dos se agregan a Hungría, Lituania, Malta, Eslovaquia y Eslovenia). De los diez propuestos, falta la celebración de consultas populares en Letonia y Estonia (previstas para septiembre) y una convocatoria similar en Chipre (aún sin fecha y con el problema irresuelto de la división de la isla entre griegos y turcos). Lo común de la mayoría de las consultas populares fue la escasa participación, que se acercaron peligrosamente al 50% que las hubiese invalidado (en Polonia votó el 59,6%, en Eslovaquia el 52,15% y en la República Checa el 55,2%).

Italia. El gobierno de Berlusconi logró la aprobación parlamentaria de una “ley paraguas” que garantiza inmunidad hasta el fin de sus mandatos a la cúpula del personal político y al jefe de gobierno, es decir, él mismo, que enfrenta actualmente cargos por corromper jueces en Milán. Objetivamente, el gobierno de Berlusconi pareciera tambalear: estancamiento de la economía, escándalos por coimas, imposibilidad de contener la delirante verborragia xenófoba de sus aliados de la Liga Lombarda, la reciente derrota en los comicios municipales. Pero la oposición está dividida: la centro-izquierda (los Democráticos de izquierda –ex PC- y La Margherita) parece más preocupada por conservar su control sobre el aparato sindical frente a la “izquierda dura” (Refundación Comunista-RF) que por postularse como alternativa a las mafias de derecha. El fracaso del referéndum impulsado por RF y su central obrera (CGIL), que proponía extender la prohibición a los despidos sin causa a las pequeñas empresas (con hasta 15 empleados), fue resultado, fundamentalmente, del boicot de la izquierda tradicional y las dos centrales sindicales que controla.

Concentración, centralización y apertura de los mercados

La Reunión del Grupo de los 8 tuvo resultados concretos apenas un área: la militar y de seguridad (ver Regionalización y militarización, página 5), pero en materia comercial los resultados fueron nulos. Más allá de este encuentro, tenemos otros puntos conflictivos entre las potencias:

· Tratado Anticorrupción. las negociacio-nes,  que se celebran en Viena bajo el auspicio de la ONU y deben concluir en agosto, también se encuentran estancadas. “Entre las disposiciones que se están debatiendo, está el prohibir los sobornos, el favoritismo, los documentos falsos y otras prácticas corruptas en empresas y agencias gubernamentales (...) EE.UU. se opone fundamentalmente a los planes europeos de incluir en el pacto la corrupción empresarial. Los negociadores europeos dicen que las firmas que no cotizan en bolsa podrían pagar ilícitamente entre ellas al buscar conseguir ilegalmente contratos gubernamentales y dicen que esas prácticas de negocios corruptas deberían ser prohibidas. Las empresas podrían ser demandadas por prácticas corruptas por ciudadanos de otros países. Los negociadores estadounidenses responden que muchas prácticas que son consideradas corruptas en el gobierno no lo son en una empresa. Un pequeño empresario puede contratar a su primo para un negocio importante debido a su relación familiar, mientras que si una agencia estadounidense lo hiciera, estaría prohibido por nepotismo” (LN, 17/6). A menos que una formulación difusa y vaga del pacto salve las diferencias, el acuerdo está condenado al fracaso, pues es diametralmente opuesto a la forma tradicional de hacer política en los EE.UU. En caso de prescindir de la rúbrica norteamericana, el tratado quedaría vacío igual que el Protocolo de Kyoto sobre emanaciones de gas o la Corte Internacional de La Haya, pues no alcanzaría al principal actor de la escena mundial.

· Productos farmacéuticos. En la cuestión de los medicamentos genéricos EE.UU. rechazó una propuesta francesa que “incluía medidas como asegurar el acceso a productos genéricos a los países en desarrollo, estimulando el acceso a drogas de marca a través de precios diferenciales y estimulando la producción local y la transferencia de tecnología. Pero la mayoría de las medidas fueron quitadas del borrador final por la insistencia de los EE.UU., que eran percibidas como una amenaza para la propiedad intelectual de las farmacéuticas” (NYT, 3/6). Poderosos intereses respaldan la incólume oposición norteamericana a cualquier tipo de solución que afecte la rentabilidad de los laboratorios, quienes no dudan de incrementar los lazos con el poder político: “los lobbystas (empleados de las corporaciones que cortejan a políticos para conseguir beneficios para las empresas donde trabajan) de la industria farmacéutica gastarán mayores sumas para influenciar al Congreso, los estados y aún gobiernos extranjeros (...) la asociación del sector, Pharmaceutical Research and Manufacturers of America (PhRMA) gastará al menos 150 millones de dólares el año que viene, lo que representa un 23% más que los 121.700.000 dólares gastados este año” (NYT, 1/6). Los gastos abarcan diversos frentes y se financian exclusivamente del aporte de los laboratorios pertenecientes a PhRMA: 
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72.700.000
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48.700.000 
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4.900.000
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A economistas (para promover la no 
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Para cambiar el sistema de 
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1.000.000

Para detener el flujo de remedios desde farmacias canadienses on-line (vía internet)
450.000

· Subsidios agrícolas. Durante el encuentro del G-8, “los líderes discutieron cuestiones comerciales, incluyendo la Ronda Doha, en la cuál se busca acortar las diferencias antes del crucial encuentro en México en septiembre. No obstante, un funcionario francés manifestó que sólo ‘acordaron en la necesidad de estar de acuerdo’ y que la resolución de las diferencias serían delegadas a funcionarios de menor importancia” (NYT, 3/6). Tomando en cuenta la evolución de las negociaciones que tuvieron lugar en Génova, es difícil sostener que las diferencias se solucionarán delegando en funcionarios de bajo nivel, que, con menos poder de decisión propio, estarán menos inclinados a apartarse de las pautas trazadas por sus respectivos países. Los subsidios son el mayor obstáculo para el éxito de la Ronda de Doha de la OMC, y la UE es el principal subsidiador a escala mundial (53.000 millones de dólares anuales, casi la mitad del presupuesto total del bloque). 

· Productos genéticamente modificados (PGM). Luego de suspenderse las negociaciones sobre los subsidios, EE.UU. redobló los esfuerzos para abrir el mercado europeo a los PGM. Así, anunció que recurrirá a la OMC para que este organismo trate el caso. En principio, la Argentina acompañaría la presentación, aunque otros países críticos de la posición europea como Egipto no lo harían. 

La importancia de estos dos últimos puntos (subsidios y PGM) no puede exagerarse. Tampoco el tamaño del negocio en juego. ¿Por qué? Porque la disputa por el mercado de la UE es fundamental, ya que la competencia mundial se incrementó junto con las producciones de América del Sur y Rusia, que son rentables sin subsidios, al contrario de las de Japón, EE.UU. y la UE. Para ilustrar la imposibilidad de que sectores agrícolas subsidiados sostengan la competencia con países con mayor potencial agropecuario, podemos echar mano a cualquier producto: “la cuota de EE.UU. en el mercado global de trigo probablemente se reduzca a un 21,5% este año, desde el 34% en 1997”. De todas formas, en términos comparativos el agro norteamericano se encuentra en una fase de franca recuperación. Beneficiado por un dólar devaluado y la duplicación de los subsidios (21.400 millones de dólares), “hay un creciente optimismo en el sector agrícola de EE.UU. (…)el Departamento de Agricultura de ese país predijo este mes que el ingreso agrícola neto (una medida aproximada de rentabilidad) llegará a los 46.200 millones de dólares este año, un 53% más que en 2002, cuando registró su nivel más bajo desde la crisis agrícola de los ’80” (LN, 16/6). 

Desde el lado de la UE, no hay avances siquiera para reformar de la Política Agraria Común (PAC) volviendo a posponerse las negociaciones. El proyecto inicial presentado por el comisario de Agricultura Franz Fischer se basaba en: 

· la “desvinculación” de los subsidios de la producción (es decir, que el agricultor los cobraría por hectárea y no por producción)

· la eliminación de incentivos para contextos de demanda deprimida 

· la reconversión de las ayudas directas en inversiones para infraestructura agrícola.

La idea del proyecto era reducir gradualmente el complejo de subvenciones a la agricultura, y se esperaba poder contar con un acuerdo firme para llevarlo como carta de negociación a la cumbre de la OMC en septiembre. Pero el proyecto no resistió el tratamiento en el Parlamento Europeo (instancia legal de aprobación). Ni siquiera las modificaciones promovidas luego de la cumbre entre Chirac y Schroeder el 10 de junio, para hacer el proyecto franco alemán “más atractivo para el resto de la UE” fueron suficientes. Las propuestas de la cumbre de ministros de Agricultura en Luxemburgo (entre el 11 y 13/6) resultaron insatisfactorias para Francia (que cuenta, en este tema en particular, con España, Italia y Luxemburgo como aliados provisorios). La reforma choca evidentemente con los intereses políticos del gobierno francés, que sufre las presiones de su influyente sector rural, receptor de casi un cuarto del total de los subsidios de la UE. El presidente Chirac fustigó la “hipocresía” de los ataques a la PAC, sosteniendo que, mientras las subvenciones europeas se han estabilizado en la última década, “las americanas han aumentado y van a continuar aumentando” (LF, 14/6) y utilizó la cumbre de Salónica para aclarar que el plan de Fischer es inaceptable para su gobierno. El total de subsidios de la UE es de 47.000 millones de dólares anuales, el 80% de los cuales van a manos del 20% de los productores con unidades de mayor tamaño. (TE-19/6)

Regionalización y militarización

El G-8 sólo alcanzó algún tipo de acuerdo alrededor de la seguridad y la militarización. Lo que no se obtiene por las “fuerzas impersonales del mercado”, se consigue por la fuerza o por la amenaza potencial de su uso. La intervención directa de las potencias en distintos escenarios alrededor del mundo es manifestación de que, para determinadas regiones del globo, no es suficiente con los mecanismos habituales de penetración económica para levantar las trabas a la acumulación de capital. Desde problemas geopolíticos hasta la necesidad de obtener acceso privilegiado a determinados mercados o fuentes de materias primas, la intervención militar es una solución de última instancia. La opinión pública mundial es renuente a este tipo de soluciones, tan usadas durante el siglo XX, debiendo utilizar la falsificación y ocultamiento de información para justificarlas, aún de manera incompleta. La reunión del G-8 en Evian, Francia, mostró que entre las potencias, la oposición a la intervención en Irak era más retórica que real (pues, en esencia, ofrecían las mismas soluciones con más maquillaje) y que la definición de “terrorismo” responde a la dinámica antes señalada, que motiva la intervención. A lo largo este mes, todas las piezas del mecanismo estuvieron presentes.

Luego de que el mismísimo Subsecretario de Defensa Paul Wolfowitz, se excusase de considerarse responsable de algún crimen, manifestando que “si existe un problema con (la tarea de) inteligencia ... no quiere decir que se condujo a alguien a sacar las conclusiones erróneas. Significa que la inteligencia es un arte, no una ciencia” (WP, 19/6); la justificación de la guerra quedó aún más desacreditada. Resistió algún tiempo el embate de los inspectores de armas, Blix y El Baradei, las sucesivas desmentidas respecto de los trailers en donde se producían armas biológicas (NYT, 7/6), la inexistente vinculación con el régimen de Hussein revelada por los líderes de Al-Qaeda (NYT, 9/6) o el testimonio por parte de la CIA de la falsedad de la historia de compra de uranio por parte de Irak en Níger (WP, 19/6). Pero la versión oficial comenzó a ser vista con su verdadero rostro, cuando el Congreso de EEUU comenzó a interpelar a funcionarios (obviamente a puertas cerradas) respecto del destino de Saddam Hussein y sus hijos (e inclusive de Bin Laden) o acerca de las evidencias de armamento de destrucción masiva (WP, 19/6). De todas formas, no cambió un ápice la política. Principalmente en los EE.UU., donde 13.000 musulmanes (16% del total de censados voluntariamente en un registro creado posteriormente a los ataques del 11/9) enfrentan una posible deportación (NYT, 7/6), a la vez que lo detenidos continúan bajo identidad reservada y sin derechos legales, hecho ratificado por la Corte Suprema (WP, 18/6). 

En Gran Bretaña, donde la oposición al ataque a Irak fue mayor, el único matiz a la obstinada política lo constituyó el anacrónico pedido en el Consejo de Seguridad de la ONU del retorno de los inspectores de armamento. Aunque ni siquiera eso concederían los EE.UU., a juzgar por las declaraciones del embajador de ese país ante el organismo, John Negroponte, quien manifestó que “EE.UU. no prevé rol alguno para los inspectores de la ONU en el futuro próximo” (WP, 6/6). A juzgar por lo que hacen, y también por lo que dicen, dicha “presión” es apenas gestual. 

El G-8, emitió un comunicado en el cuál se desplaza el eje de la “lucha contra el terrorismo”, en función de los slógans norteamericanos, al hacer hincapié en la amenaza que constituye la proliferación nuclear en determinados países (NYT, 3/6). Las declaraciones dirigidas a Irán y Corea del Norte ya no provienen únicamente de los EE.UU. Sólo Rusia dentro del G-8 matizó las advertencias, en parte por ser el proveedor de la tecnología que permite el desarrollo nuclear, principalmente porque es el único país que se yergue como contrapeso de EE.UU. y el resto. Basando su defensa en que su plan nuclear tiene fines pacíficos y que se encuentra voluntariamente bajo la tutela de la Agencia Internacional de Energía Atómica, la posición de Irán es distinta, en este sentido al menos, a la de Corea del Norte, quien manifestó que sus planes tienen como objetivo desarrollar armamento nuclear, como forma de reducir su ejército ante la imposibilidad de continuar financiándolo (NYT, 10/6). Luego del anuncio de Wolfowitz del proyecto de retirar las tropas norteamericanas en el límite desmilitarizado entre las dos Coreas (NYT, 3/6), el interés por Corea del Norte parece reducirse. Sólo Japón, que detuvo dos buques norcoreanos, se mantiene expectante por razones de estabilidad regional (NYT, 11/6). 

Irán, por su parte, cumpliendo con regulaciones internacionales sobre energía atómica, enfrenta una desestabilización interna profunda dirigida a la vez contra la oposición y el oficialismo, como evidencia la detención de 159 militantes y la confiscación de 1.300.000 dólares de la organización Mujaidines del Pueblo en París (NYT, 17/6, WP, 18/6). Dicha medida fue resistida sin éxito por numerosos sacrificios a lo bonzo (prendiéndose fuego), lo que demuestra la firmeza en la intención de desarticular dicha organización, que sustenta su acción política en principios laicos. Asimismo, los ministros de Relaciones Exteriores de la UE exhortaron al gobierno iraní a firmar el protocolo adicional del Tratado de No Proliferación Nuclear como condición para seguir adelante con un probable acuerdo comercial. Este protocolo permitiría realizar inspecciones sorpresivas. Rusia salió a respaldar la negativa iraní a firmar el protocolo. 

Menos contundentes son los argumentos de las advertencias que contuviera la declaración de la UE hacia Cuba. (ver página 15) La medida, instigada por la diplomacia española, es fuerte en tanto la UE es el principal inversor y socio comercial de la isla. También por presión del gobierno de Aznar los ministros de Justicia e Interior de la UE decidieron incluir a la organización vasca Batasuna en la lista de grupos terroristas, lo que la excluye prácticamente de la posibilidad de actuar legalmente en el espacio europeo.
Estas medidas representan una intención clara de dotar a la UE de un nuevo rol, cuya expresión en la Convención de Salónica es el proyecto que incluye la creación de una “Agencia Europea del Armamento” con el objeto de reforzar la base industrial y tecnológica del sector de defensa. El responsable europeo de la Política Exterior y de Defensa, Javier Solana (ex secretario general de la OTAN), presentó un documento en el que llama a la UE15 a aceptar el rol de potencia militar y a incrementar tanto el presupuesto para armamentos y logística como su actuación en los campos de los conflictos regionales, como el de Oriente Próximo, el terrorismo y las armas de destrucción masiva. Actualmente, fuerzas de la UE permanecen en función de "policía" en las áreas de Bosnia, Macedonia y la República Democrática del Congo. Se trata, en parte, de contrarrestar la enorme disparidad de potencia militar que existe entre los EE.UU. y Europa: en 2002, por ejemplo, el gasto militar norteamericano en defensa (322.000 millones de dólares) fue casi cuatro veces mayor que el de las tres principales potencias europeas, Francia, Alemania y Reino Unido, sumadas. La estrategia parece ser la de “apoderarse” de los slogans de la administración Bush y legitimar un espacio de relativa autonomía (y evitar sobresaltos a las empresas europeas que inviertan en regiones “problemáticas”). Unos por convicción, (según la línea que propone Gran Bretaña, el mundo será más seguro con sólo una potencia hegemónica moderada por aliados firmes) y otros por impotencia (con el ejemplo de Irak a la vista, el multilateralismo no es una alternativa seria). 

La reversión de la oposición al unilateralismo anglonorteamericano, ya presente apenas finalizada la ocupación de las regiones de interés para la coalición, quedó consolidada luego del encuentro del G-8. A la prórroga por un año de la inmunidad ante la Corte Internacional de la Haya para las tropas norteamericanas por el Consejo de Seguridad se suman las declaraciones por parte de los otrora “opositores”, poniendo de manifiesto qué se estaba disputando en Irak: Alemania, Francia y Turquía, entre otros de un largo listado, ofrecieron su ¿desinteresada? ayuda para las tareas de reconstrucción (WP, 2/6, 18/6) a las fuerzas de ocupación. Y los resultados no tardaron en llegar, el 12 de junio fueron firmados los primeros contratos petroleros. Las empresas beneficiadas fueron “las españolas Repsol YPF y Cepsa, la turca Tupras, la italiana ENI, la francesa TotalFinaElf y la estadounidense Chevron Texaco” (C, 13/6) y los mercados de Europa y EE.UU. recibirán, respectivamente, 5.500.000 y 4.000.000 de barriles. Esto es bien poco, si tenemos presente que, para las empresas petroleras el negocio no reside en la compra de existencias de petróleo sino en realizar la mayor cantidad de tareas a lo largo del proceso productivo (exploración, extracción, transporte y refinación), sea directamente o mediante subsidiarias. Es dable pensar que en los próximos contratos la diversidad de esta primer venta de crudo quedará regida por la importancia del yacimiento, a juzgar por la intención de algunos sectores vinculados con el gobierno norteamericano en Irak (las empresas Bechtel y Halliburton) de financiar la reconstrucción mediante ingresos a futuro titularizados, es decir, la empresa adjudicataria de un contrato adelantaría el financiamiento a empresas norteamericanas para la reconstrucción de la infraestructura a cuenta de futuras ventas de petróleo. (LN, 19/6).

Otros hechos en la vecina Arabia Saudita, alimentan dichas perspectivas. La relación comercial con empresas norteamericanas y británicas continúa reduciéndose: “Arabia Saudita canceló ayer un proyecto de gas natural por 15.000 millones dólares liderado por Exxon Mobil, luego de que las empresas petroleras rechazaran los términos definitivos (...) otros dos proyectos gasíferos sauditas por 10.000 millones – encabezados por ExxonMobil y Royal Dutch Shell, respectivamente – también serían anulados, de acuerdo a los analistas del sector (...) que hubiesen sido la primera inversión directa extranjera en una generación” (WP, 6/6). Este hecho intentó ser reflejado como una decisión de las empresas, a pesar de las manifiestas contradicciones: “‘los sauditas quizás reestructuren los proyectos en partes. Quizá veremos otras compañías, probablemente rusas’, manifestó Simon Wardell, gerente de World Markets Research Center de Londres. La ruptura con la coalición extranjera puede marcar un mayor rol para la petrolera estatal saudita, Aramco, en desarrollo gasífero (...) el punto fundamental, según Gary Ross jefe ejecutivo de PIRA Energy Group de Nueva York, es la ganancia. ExxonMobil y otras compañías grandes – incluyendo Marathon Oil Corp., Occidental Petroleum Corp., ConocoPhillips, British Petroleum y TotalFinaElf– están concentradas primordialmente en proyectos internacionales mayores, con mayores riesgos pero mayor expectativa de ganancia (...) en promedio de 18 a 20% anual de retorno (...) algunas fuentes indican que los contratos rescindidos podrían haber alcanzado el 15% (...) pero las dudas acerca de la agitación política en Arabia Saudita pueden haber hecho aparecerlos más riesgosos” (WP, 6/6). Por eso, los EE.UU. brindan preferencia a un país como Irak, donde la infraestructura colapsó y diariamente un efectivo del ejército de ocupación es asesinado en emboscadas; visiblemente, los riesgos aparecen medidos por distinta vara. En definitiva, el cambio de relaciones en la región puede entenderse en relación con la situación de la OPEP, que podría tener sus días contados en la fijación del precio del petróleo en caso de un significativo aumento de la producción iraquí, a que son proclives las autoridades norteamericanas al frente de Irak. El Cartel maneja hoy el 40% de la producción mundial (porción que declina desde hace años).

Ante este panorama, resulta crucial encontrar soluciones sustanciales en el conflicto entre Israel y Palestina para poder alcanzar un equilibrio en el mundo musulmán y posibilitar la explotación de los recursos de la región. Por ello es que ambos contendientes se encuentran sometidos a una gran presión (EE.UU., la UE, los mandatarios árabes y Rusia) para continuar con la “hoja de ruta” (plan diseñado por EE.UU.) a toda costa, aunque desde su lanzamiento murieron más de 60 personas e Israel intensificó los asesinatos de líderes palestinos. Es evidente que el plan, que supone un cese al fuego, se encuentra de hecho fenecido.

Recesión y Desempleo 

EE.UU. Los mercados financieros y principalmente los industriales aguardan con ansiedad la próxima reunión de la Reserva Federal (Fed), en la semana del 23/6, para saber si cumple con sus expectativas de un recorte del 0,5% en la tasa básica (WSJ, 20/6). Haciendo uso de la cautela que la caracteriza, se estima que habrá bajas, pero del 0,25%. De todas formas, y a pesar del constante predicamento de los medios financieros de ver signos de recuperación, la economía norteamericana sigue sin repuntar. La tasa de desempleo volvió a aumentar de un 6% en abril a un 6,1% en mayo, que sumados a la gran cantidad de personas que ya no buscan (y por ende no figuran en las estadísticas) configura un panorama laboral altamente inestable (NYT, 7/6). Esto se entrelaza con suba de la productividad (1,9% en el primer trimestre), que, aunque menores que la registradas en el 2002, es una muestra que aún los empresarios tienen margen para intensificar los ritmos de trabajo y la jornada, por lo que no son necesarias nuevas contrataciones. Con este horizonte general desalentador, el comportamiento del consumidor, frenado durante la incertidumbre de la guerra en Irak, volvió a descender marcadamente durante junio (registrándose un 87,2, muy por debajo del 93 esperado) luego del incremento posterior a la guerra. La cuestión es que, ante la inseguridad económica, los consumidores no quieren arriesgarse comprometiendo ingresos futuros a través del ya elevado endeudamiento privado (1.756.000.000.000 de dólares).

Ante esta situación, la administración Bush continúa utilizando fórmulas de recortes impositivos que, aunque sean publicitadas como panaceas, sólo benefician a los sectores más ricos de la población, como demostraron sendos estudios respecto del último de ellos (NYT, 1/6, WP, 4/6). Además, se deteriora aún más la situación fiscal de los estados (provincias), como lo demuestran: el inhabitual intento de destitución del gobernador demócrata de California Gray Davis (WP, 10/6), los extendidos trucos contables en los presupuestos estatales ya desde hace un año (que complican obtener financiamiento al sufrir la baja en las calificaciones crediticias de Wall Street) (WP, 1/6), y los desesperados intentos del Estado de Washington por retener al mayor empleador de la región, Boeing (NYT, 10/6). Además, echando un vistazo a quienes se benefician con el recorte, no sólo es percibida por los miembros del congreso como una forma de que “el país salga de la crisis”: “el representante Darrel Issa (Republicano de California) reportó dividendos el año pasado de entre 100.000 y 1.000.000 de dólares de su cuenta en el fondo mutual Pioneer High Yield y del fondo Vanguard 500. La misma performance este año le reportará un ahorro impositivo de entre 47.200 y 472.000 dólares” (WP, 17/6). De acuerdo a la información publicada, tanto en la cámara de Senadores como en la de Representantes, la gran mayoría (republicana y demócrata) es beneficiaria directa de los mismos (WP, 13/6 y 17/6).

¿Keynesianismo paneuropeo para salir del estancamiento? El Banco Central Europeo (BCE) recortó una vez más sus previsiones para la zona euro (UE12): si en diciembre estimaba un crecimiento de 1,1 % para 2003 y 1,9 % para 2004, sus cifras son ahora del 0,4 % y 1,1 % respectivamente. De acuerdo a la Oficina de Estadísticas de la UE (EUROSTAT), la crisis no sólo abarca a la UE12, sino a la UE15 (la zona Euro más Dinamarca, Suecia y Gran Bretaña), que sólo creció un 0,1 % en el primer trimestre y cuya principal economía, la de Reino Unido, registró en mayo la mayor subida de peticio-nes de seguro de desempleo desde 1992. 

Lo interesante es que, mientras se postula, desde los “centros de opinión” del propio BCE que la solución es la implementación de ajustes al interior de los estados nacionales para hacer a las economías europeas más competitivas, se va imponiendo cierta percepción de que hay que actuar en el terreno de la demanda, pero a nivel paneuropeo, es decir, coordinado por las instituciones de la UE. Así, el BCE cedió en junio a las presiones y aceptó bajar la tasa de interés rectora (de 2,5 % a 2 %) para “abaratar” el dinero. Más significativo es el hecho de que Italia (que ocupará la presidencia de la UE el próximo semestre) impulse un acuerdo al interior de la U15 para destinar medio billón de euros a un “Plan General de Infraestructura”, aplicado a la expansión de líneas ferroviarias y al sector de telecomunicaciones, financiado por el Banco Europeo de Inversiones y que no comprometería las arcas de los estados (y tampoco, por lo tanto, el “pacto fiscal” que países como Francia y Alemania no están cumpliendo). La ecuación de lo que el ministro de Economía italiano, Giulio Tremonti, ha calificado como “un New Deal europeo” (LF, 12/6) es simple: ajuste de los costos laborales dentro de cada país (flexibilización laboral y desmantelamiento de los sistemas de seguridad social) y, paralelamente, fondos a tasas preferenciales (por supuesto, aportados por los propios estados, es decir, por sus trabajadores) para reactivar a las empresas.
Conflictos sociales

Francia. En medio de huelgas (días 3 y 10/6) y movilizaciones (19/6) se debate en la Asamblea el proyecto de reforma de sistema de jubilaciones, un ejemplo notable de “ajuste” al trabajo que forma parte de una estrategia de recortes del gasto (incluidas la educación y la salud). El gobierno no propone privatizar los aportes: se mantiene el sistema de reparto. El tema, dados los índices franceses de tardío ingreso al mercado laboral (sólo el 28 % de los jóvenes de hasta 25 años trabajan) y de retiro “temprano” (57 años para los públicos, 60 para los privados), es “quién paga” el grueso de los aportes. Para los comunistas y los gremios, esto debe solventarse mediante un aumento de los aportes patronales. Para el gobierno, por los aportes trabajadores activos. Por eso propone extender la franja a ambos lados, elevando la edad de retiro e impulsando a las empresas a contratar pasantes y aprendices jóvenes. Según el ministro Francois Fillon, “las empresas deben comprender que si ellas no favorecen estos cambios no habrá más opción que un aumento drástico de sus cargas para financiar las jubilaciones” (LF, 5/6) . La MEDEF, organización empresaria que agrupa a la gran empresa, ha comprendido: el 16/6 lanzó su programa “La empresa educa a los jóvenes”.

En Alemania, Schroeder logró este mes la anuencia de su partido y los “verdes” (parte de la alianza gubernamental) para el impulso de su “Agenda 2010”, que supone recortes en materia de beneficios sociales, aunque deberá superar en el Parlamento la oposición de los demócratas cristianos, que juzgan al programa demasiado “moderado” en materia de reformas.

América Latina

La inestabilidad social que golpea a las frágiles democracias latinoamericanas no es un dato menor para los principales inversores y entidades financieras de la región; como tampoco lo es para los industriales y banqueros de los respectivos países. La Unión Europea (UE) y el Banco Interamericano de Desarrollo (BID) presentaron en Bruselas un Programa de cohesión social para Latinoamérica a fin de combatir la inestabilidad y la pobreza, y proteger al mismo tiempo sus millonarias inversiones en la región. En momentos en que la pobreza y la inestabilidad en Latinoamérica aumentan, el comisionado de Relaciones Exteriores de la UE, Chris Patten, consideró que la promoción de la cohesión social es indispensable para promover la estabilidad regional y no poner en peligro los cerca de 50.000 millones de euros invertidos en la zona en 1999, ni los intercambios comerciales. (LJdM, 6/6)

En la misma tónica la 33ª asamblea general de la Organización de los Estados Americanos (OEA), con la declaración de Santiago compromete a los países del hemisferio a profundizar la democracia y redoblar esfuerzos para reducir la pobreza y la exclusión social. El jefe de la delegación mexicana, Miguel Hakim, dijo que la gober-nabilidad democrática no es sólo un asunto político, porque también se relaciona con factores económicos y sociales. (LJdM, 11/6)

La llamada declaración de Santiago, en la cual los cancilleres manifiestan su "preocupación por la creciente pérdida de confianza de la ciudadanía en las instituciones democráticas", y enfatizan que la gobernabilidad "requiere la superación de la pobreza y de la exclusión social, y la promoción del crecimiento económico con equidad, mediante políticas públicas y prácticas de buen gobierno que fomenten la igualdad de oportunidades, la educación, la salud y el pleno empleo". 

Para agregar datos a la situación descripta la Corporación Latinobarómetro, muestra que aunque 66% de los latinoamericanos considera que la democracia es indispensable para el desarrollo de sus países, 60% está insatisfecho con la democracia, la mayor parte de ellos en Argentina, México y Perú. 

Situación política

Brasil

“El mundo sindical precisa ser menos corporativista (...) Espero que el movimiento sindical en la mesa de negociaciones pueda firmar todos los acuerdos importantes que mi país necesita”, (GM, 3/06); fueron algunas de las declaraciones del presidente Lula ante la Organización internacional del trabajo (OIT). Estas palabras se dijeron poco antes de la elección de Luiz Marinho como presidente de la Central Única de Trabajadores (CUT). Marinho fue catalogado por la prensa como un “amigo de Lula a raíz de su perfil moderado y conciliador, además de hábil negociador”(GM, 5/06), y proviene del mismo sindicato metalúrgico que Lula. Marinho parece ser quien va a garantizar que la CUT, siga apoyando al PT, con el que ha mantenido una sociedad política estrecha por mucho tiempo. El enrarecimiento de esta relación quedó reflejado en un discurso que Lula dio ante 2000 afiliados en el Congreso Nacional de la CUT. Además de los aplausos de rigor hubo silbidos y un sector en las plateas y en las afueras portaba carteles con la consigna de “No a las reformas de Lula y del FMI”, en alusión a las reforma previsional y tributaria, que cuenta con apoyo del FMI. Lula, en pleno discurso trató a todos de “compañeros” a pesar de las disidencias (y los silbidos), y dijo: “me siento como en casa participando de este Congreso Nacional (...) y es como en una familia, muchas veces, hay gente que también piensa diferente (...) y ninguno se tornará mi amigo o mi enemigo por apoyar o no las reformas”, (GM, 5/06). Habrá que esperar para ver qué peso realmente tiene la nueva conducción de la CUT y cómo actúan las bases ante esta situación. 

México 

El 6 de Julio se llevarán a cabo elecciones para diputados, lo que dará una medida del nivel de aceptación o descontento frente a la política del presidente Fox a mitad de su mandato. Pero el tono de la elección parece estar bastante lejos de lo que los políticos pregonan. Los fraudes regulares, los desvíos de recursos públicos para hacer las campañas de candidatos oficiales, la parcialidad de las autoridades electorales y las consiguientes distorsiones de la voluntad popular son parte de un pasado político cercano y hasta de un presente concreto. Estos casos y la falta de soluciones concretas alimentan el hartazgo de la ciudadanía hacia la clase política y la indiferencia ante los comicios. Se configura así un panorama en el que la proyección es que gane el partido de la abstención con un nivel de más de 50% (LJdM, 16/6). 

Clase empresarial y política: la clase empresarial padece "una creciente desilusión" porque los actores políticos del país la "proveen de materia para dudar de ellos y a veces hasta de la democracia misma", sostuvo José Luis Barraza González, dirigente de la Coparmex, una de las más importantes centrales empresarias del país, que agrupa a los sectores más concentrados. Ante la falta de reformas estructurales (energía, trabajo y estatal) los grupos más concentrados de México empiezan a ejercer presión sobre el gobierno de Fox; no porque este no apoye sus demandas, sino porque dichas reformas están paralizadas en el congreso, debido a que ningún partido quiere pagar en las urnas el rechazo de la gente a las mismas. A su vez también criticó la incapacidad de la administración del presidente mexicano. 

En la misma tónica, el Consejo Mexicano de Hombres de Negocios (CMHN), que agrupa a 35 de los empresarios más poderosos del país, apoyó estas críticas. 

Mientras, la presidenta de la Cámara Nacional de la Industria de la Transformación (Canacintra), representante de los pequeños y medianos industriales vinculados al mercado interno, criticó la política económica que castiga a las empresas mexicanas y subsidia las importaciones, lo que va en contra de la intención de reactivar el mercado interno. 

Debido a esta petición de los industriales más concentrados, así como de las presiones internacionales se llamó a una sesión extraordinaria para después de los comicios electorales. Allí se tratarán en particular las reformas eléctricas, de garantías crediticias y la ley de Cámaras empresariales. 

Bancos: se le ofreció a Guillermo Ortiz Martínez gobernador del Banco de México seguir por 6 años más como titular de esa entidad. Horst Koehler, director gerente del Fondo Monetario Internacional (FMI), habló al presidente Fox de la conveniencia de que el gobierno se pronunciara de manera anticipada sobre el relevo en el banco central. Antes de ser gobernador del banco central, Ortiz Martínez fue subsecretario de Hacienda en el gobierno del ex presidente Carlos Salinas y, como tal, responsable de la reprivatización de la banca. En la administración del ex presidente Ernesto Zedillo fue nombrado secretario de Hacienda y, desde esa posición, fue uno de los artífices del rescate bancario, que dejó para los contribuyentes mexicanos una deuda de 92.000 millones de dólares. 

Justamente en estos momentos se está llevando a cabo una revisión de la realización de dicho rescate, ya que todo parece afirmar que se produjeron irregularidades en la entrega de fondos por parte del estado a los bancos, siendo superior a la cifra convenida. Los bancos más favorecidos fueron Banamex, Bancomer, Bital y Banorte, que ahora se niegan a proporcionar información detallada sobre los créditos vendidos al Fondo Bancario para la Protección del Ahorro (Fobaproa), ahora llamado Instituto para la Protección del Ahorro Bancario (IPAB). 

Bernardo González-Aréchiga, vocal independiente del IPAB, reconoce que: ''El terrible dilema que confrontó el Fobaproa (Fondo Bancario de Protección al Ahorro), según uno de los responsables más importantes del rescate, se resume en la siguiente frase: 'A raíz de la crisis bancaria de 1995 nosotros tuvimos que escoger entre cumplir la ley y reducir el costo fiscal. Optamos por reducir el costo fiscal. Espero que ustedes también tengan la capacidad de hacer lo propio cuando les llegue el momento. Se trata de decisiones que nadie les va a agradecer pero que son necesarias para el país'.'' Sin comentarios.  

Concentración y apertura de los mercados

Las firmas transnacionales se han apoderado de sectores clave como los sistemas financieros, y han desplazado a los empresarios locales: "La inversión extranjera directa en la región se ha orientado en general a explotar el mercado nacional de cada país y, por tanto, los inversionistas extranjeros no ven a Latinoamérica, salvo excepciones notables, como una plataforma exportadora", indicó en un reporte el Servicio de Estudios del Banco Bilbao Vizcaya Argentaria (BBVA), con sede en España. Un informe de la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (Cepal) indicó que en el último año la inversión extranjera directa (IED) neta hacia la región alcanzó 76.200 millones de dólares, pero en el mismo periodo las empresas extranjeras remitieron a sus matrices utilidades por 22.400 millones de dólares, cifras que aportan un indicio de la alta rentabilidad que obtienen. De hecho, según el reporte de la Cepal, la suma de recursos que salieron de Latinoamérica por concepto de remisión de utilidades y pago de intereses de la deuda de largo plazo, equivale al 90.8% de los recursos que ingresaron a la región por inversión extranjera directa. 

México. Reforma energética: Fox comprometió los esfuerzos de su gobierno a abrir las industrias petrolera y eléctrica del país a las grandes compañías transnacionales. Esta vez en Estocolmo, no sólo reiteró su confianza en que las reformas legales que ha propuesto para ello serán aprobadas ''este mismo año'', sino que invitó para acudir a México ''a cualquier compañía que sea proveedora en la cadena de producción, fabricación, transformación o distribución de petróleo o energía eléctrica''. Ahí quedó claro que el sector energético, junto con las reformas laboral y fiscal, siguen siendo el punto nodal de su proyecto de gobierno. 

Hay que recordar quizá el artículo 27 de la constitución mexicana: '' (...) Tratándose del petróleo y de los carburos de hidrógeno sólidos, líquidos o gaseosos o de minerales radiactivos, no se otorgarán concesiones ni contratos, ni subsistirán los que en su caso se hayan otorgado y la Nación llevará a cabo la explotación de esos productos, en los términos que señale la ley reglamentaria respectiva. Corresponde exclusivamente a la Nación generar, conducir, transformar, distribuir y abastecer energía eléctrica que tenga por objeto la prestación de servicio público..." (LJdM, 4/6)

Por su parte, el presidente del Consejo Coordinador Empresarial (CCE), Héctor Rangel Domene, propuso ante funcionarios de alto nivel de México y Estados Unidos crear un mercado común de energía entre los dos países, que desarrolle una red para comerciar petróleo, gas y electricidad. Domene también afirmó que la eliminación de leyes que impiden la inversión privada en el sector energético mexicano puede contri-buir a generar mayor crecimiento económico. 

Domene enumeró cinco acciones que representan en estos momentos el proyecto del sector en el país y el TLCAN (NAFTA según sus siglas en inglés): 

· establecer una unión aduanera o unificar estándares entre los socios del TLCAN para mejorar el comercio y el movimiento de bienes a través de las fronteras; 

· desarrollar infraestructura, principalmente en México, pero también a lo largo de la frontera en EE.UU. Como parte de esas acciones, afirmó, es necesaria la ''integración e interconexión de los mercados de energía en las áreas de petróleo y gas natural, así como en electricidad'';

· aumentar la inversión en ''capital humano''; 

· liberalización gradual de los mercados de trabajo en los países del TLC, incluido el movimiento de personas a través de las fronteras; y 

· la eliminación de los subsidios agrícolas de EE.UU., pues ''son una fuente particular de preocupación para los mexicanos porque distorsionan el mercado y crean más pobreza en las áreas rurales de México, lo que se convierte en una de las mayores causas de la migración hacia EE.UU.'' (LJdM, 11/6).

TLCAN: Los gobiernos de México y EE.UU. acordaron tomar acciones para reforzar el intercambio económico derivado del TLCAN. Uno de ellos es que la Corporación de Inversiones Privadas en el Extranjero (OPIC, por sus siglas en inglés), agencia del gobierno estadounidense, tenga capacidad para proteger las inversiones estadounidenses en México. El acuerdo, que según el secretario Canales tiene que ser ratificado por el Senado mexicano, da los mecanismos legales para que OPIC asegure contra riesgos financieros y políticos los proyectos de inversiones de EEUU en México (LJdM, 10/6)

Regionalización y Militarización

México-EEUU: se realizó la Reunión Interparlamentaria que reúne a los diputados de ambos países. Los resultados para México fueron más que desagradables porque los dos temas que trataron de imponer como primordiales fueron rechazados por los congresistas estadounidenses. Los temas eran renegociar el TLCAN y la firma de un acuerdo migratorio. El desinterés por tal acuerdo lo muestra un proyecto de EEUU: construir una muralla entre la frontera de Sonora y Arizona. Tendría una altura de 4,5 metros, seguida por otra de 3,3, algo similar a la del muro de Berlín. Además incluye la instalación de sensores de movimiento, 140 cámaras infrarrojas y 400 lámparas tipo estadio que iluminarían las barreras las 24 hs. Así, a un costo de 1.000 millones de dólares, se frenaría el flujo de migrantes hacia EE.UU.

Mercosur: los jefes de estado del Mercosur se reunieron en Asunción del Paraguay para analizar la propuesta elevada por el titular de la Secretaría General de Políticas para América del Sur, Luiz Soares, de terminar de conformar una unión aduanera y establecer las bases para un mercado común antes del final del gobierno de Lula, en el 2006. Así, Brasil reafirma su apuesta fuerte al Mercosur como parte de su política de acuerdos regionales, “fortalecer el desgastado Mercosur mejorará las negociaciones en bloque con la UE, los EE.UU. y el ALCA”, (GM, 9/06). El principal tema de esta cumbre tenía que ver con la conformación de la Tarifa Externa Común (TEC), que relegara intereses de cada país –y terminasen con la política del “sálvese quién pueda”– para negociar con otros bloques comerciales. Claro está, que esto trajo conflictos al interior mismo del Mercosur, como por ejemplo, con Argentina por el azúcar, donde el gobierno de Lula espera de la nueva gestión de Kirchner más flexibilidad para resolver el conflicto y destrabar los aranceles. Iniciada la cumbre fue el canciller Celso Amorín quien se encargó de privilegiar la resolución de las “asimetrías internas”, como el primero de los pasos para que el Mercosur desarrolle una política de integración de toda América del Sur. Declaró que, si se logra el objetivo de superar las “asimetrías internas”, los posibles acuerdos con la Comunidad Andina de Naciones posibilitarán lograr una “Comunidad de América del Sur”, (GM, 19/06). Otro de los temas fue cómo enfrentar la discusión con EE.UU. de cara al ALCA. La postura conjunta de Brasil y de la Argentina fue resumida por el secretario argentino de Relaciones Económicas Internacionales, Martín Redrado: "Nuestro país llegó con la posición de que este tratado (el ALCA) debe significar un aumento en el acceso a mercados externos de los productos argentinos y que debe haber una real apertura, reducción de aranceles y eliminación de barreras arancelarias y paraarancelarias" (LN, 13/06).
Venezuela–Mercosur. En un encuentro de empresarios brasileños y venezolanos en Manaus, el sábado 14 de junio, el presidente de Venezuela afirmó que solicitará formalmente en la reunión de la cúpula de presidentes del Mercosur –invitado por el presidente del Paraguay y del bloque, Luis González Macchi– el ingreso de Venezuela a dicho bloque. Hugo Chávez declaró que, “nos estamos preparando para solicitar formalmente el ingreso de Venezuela (...) el Mercosur es estratégico para la formación de un bloque de países que, con peso económico y político, se contraponga a las pretensiones del ALCA en la región (...) aspiramos a que el Mercosur tenga un fuerte contenido político”, (GM, 16/06). 

El presidente Chávez se reunió con Kirchner en la cumbre de Asunción para acordar una agenda bilateral de intercambio del orden de los 700 a 1.000 millones de dólares, que se discutirá en agosto. En este intercambio comercial, Venezuela accedería al expendio de combustible en nuestro país, y la Argentina exportaría productos agropecuarios, maquinaria agrícola, alimentos, caños sin costura y medicina nuclear (LN, 19/06). 

Chile-EEUU: el representante Comercial de EE.UU., Robert Zoellick, y la canciller chilena, Soledad Alvear firmaron un tratado de libre comercio, que ahora deben aprobar los congresos de ambos países. El acuerdo es el primero de su tipo que Washington firma con un país sudamericano, y permite al país del norte avanzar hacia la consolidación del Área de Libre Comercio de las Américas (ALCA) Sin embargo, se duda que ese tratado pueda ser alcanzado para su fecha prevista, en el 2005. EE.UU. es el mayor mercado de exportación y el mayor inversor de Chile. El tratado recorta inicialmente los aranceles al 85% de los  productos comerciados entre los dos países. Para EEUU la clave está en la protección de inversiones y de la propiedad intelectual de fármacos y software: en caso de infracción puede aplicar sanciones comercia-les. (LJdM, 7/6; Business Week, 16/6)

Cuba. La UE publicó una dura declaración contra Cuba. Tras las ejecuciones de los tres secuestradores, sólo la UE podía condenarlas en tanto tales, puesto que en los EE.UU. la pena capital está legalmente establecida en numerosos estados. Al estar en perfecto alineamiento con la ley cubana, los EE.UU. sólo pudieron basar las advertencias a la isla en irrisorias acusaciones de desarrollo de armas biológicas, por parte del sector más belicista del gobierno norteamericano. La decisión de la presidencia de la UE conlleva sanciones a Cuba que limitan las relaciones bilaterales de alto nivel y profundizan la relación con la “disidencia” interna. La medida, influida por la diplomacia española, es fuerte en tanto la UE es el principal inversor y socio comercial de la isla, pero en concreto no afecta todavía este aspecto de la relación Cuba-UE (C, 6/6). El paquete de sanciones sigue al congelamiento en Bruselas de la solicitud cubana para ingresar al Acuerdo de Cotonú, mecanismo europeo de cooperación con 78 de sus ex colonias en África, el Caribe y el Pacífico, y la renuncia posterior de La Habana para integrarse al pacto. El rol político de esta declaración puede entreverse claramente si consideramos que casi coinciden con la invitación de Tony Blair a Lula, Kirchner y Lagos para, hacia los británicos, relanzar su algo desgastada “tercera vía” y hacia los líderes latinoamericanos, buscar que no se inclinen demasiado a la izquierda. (LN-05/06) 

La respuesta de Cuba no se hizo esperar. Más de un millón de personas salieron a las calles para apoyar al gobierno socialista. Su canciller, Pérez Roque, afirmó que: "La UE ha sido incapaz de formular una política propia hacia Cuba; ha cedido a la presión, a los embates de la política norteamericana contra Cuba y ello ha derivado en una incapacidad para formular una política según los intereses comunitarios". 

Fidel Castro por su parte sentenció que “la UE no puede lanzar acusaciones contra Cuba, mientras guarda silencio frente a la política estadounidense, de Afganistán a Irak, del Medio Oriente a los Balcanes, de las matanzas en el África subsahariana al respaldo al apartheid sudafricano, del desdén por Naciones Unidas y el Tribunal Penal Internacional a la hegemonía en la Organización del Tratado del Atlántico Norte, de la guerra contra los sandinistas al derrocamiento de Salvador Allende.” 

EE.UU. por su parte buscó atacar a Cuba en la reunión de la OEA, impulsando la discusión sobre Cuba y la necesidad de una "transición democrática" en la isla. En mayo pasado EE.UU. intentó en la reunión de embajadores de la OEA, que se condenara a la isla, pero no consiguió suficiente respaldo, por lo que el asunto quedó registrado como una declaración recogida en actas sobre la "preocupación" por el deterioro de los derechos humanos en ese país. Esta vez el resultado fue aún peor para EEUU: al final de la Asamblea de la OEA, sus miembros “votaron por primera vez en favor de excluir a EEUU de un asiento en la Comisión Intera-mericana de Derechos Humanos” (LN, 13/6)

A su vez Cuba acusó a EE.UU. de poner en riesgo los acuerdos migratorios bilaterales, al haber reducido drásticamente la entrega de visas a emigrantes cubanos. El director de América del Norte de la cancillería cubana, Rafael Dausá, declaró que las autoridades estadounidenses han entregado hasta ahora menos de 10% de las visas que deben expedir en la isla antes del próximo 30 de septiembre. El funcionario añadió que para los no emigrantes el número de visados pasó de 30.000/40.000 en 2000 a 7000/8000 este año. 

Al mismo tiempo que se desarrollaba este cruce de acusaciones EE.UU. reconoció la aplicación de operativos ocultos con relación a Cuba, sin ofrecer mayor información sobre los mismos y analizando "tomar otras medidas". Esto es realmente alarmante si, tenemos en cuenta la última serie de acusaciones de EEUU a Cuba: desarrollo de armas biológicas, apoyo al terrorismo, narcotráfico. A lo que se agrega otra muy adecuada a los hechos recientes: Kevin Whitaker, jefe del Buró Cuba del Dto de Estado, advirtió a La Habana que los secuestros de aviones y embarcaciones cubanas constituyen "una amenaza para la seguridad de Estados Unidos". (Le Monde Diplomatique, junio 2003)

Plan Colombia: 40% de los recursos destinados por EE.UU. al Plan Colombia han quedado en manos de compañías privadas estadounidenses, cuyos contratistas ocupan a mercenarios, que en 2002 recibieron 150 millones de dólares por sus operaciones. 17 compañías que prestaron sus servicios en 2002 al país sudamericano en lo referente a equipos, adiestramiento y vigilancia en zonas de riesgo lograron acaparar gran parte del dinero afectado al plan, que tiene como misión diezmar el accionar de las FARC; y también es utilizado para entrenamiento de las tropas norteamericanas. Estas actividades de los contratistas-mercenarios comenzó a crecer desde mediados de los años 90, aunque hay datos de su presencia desde la década de los 80, y tendría el objetivo de evitar la "burocratización" del Estado e impedir que se note demasiado la presencia de EE.UU. en el ámbito interno.

Recesión y Desempleo

Brasil. En materia económica, siguen vigentes las tendencias de un fuerte auge del sector exportador (a pesar de la caída de la cotización del dólar), y de un estancamiento o enfriamiento de la economía interna. 

Ya a fines del mes de mayo la cotización del dólar bajó la barrera de los R$ 3 y en los primeros días de junio cotizaba alrededor de los R$ 2, 85. Esto se debe a un fuerte ingreso de dólares en el mercado cambiario como producto de la fuerte captación de divisas por parte de las empresas brasileñas en el mercado internacional; situación alentada por los mercados financieros a raíz de la satisfacción de éstos con respecto al avance de la reforma previsional y tributaria impulsada por el gobierno: “la interpretación de los mercados financieros es que las reformas se están tratando sin sobresaltos, lo que fortalece la credibilidad del gobierno de Luis Ignacio Lula Da Silva (...) la tendencia es que el precio del dólar baje aún más, salvo que haya alguna medida del Banco Central para impedir su caída, tal como pretenden los exportadores”, (GM, 5/06). 

Si bien es claro que al sector exportador no le conviene que continúe dicha caída, por el momento no parece afectarle tanto. El  comercio exterior sigue mostrando un “auge”: la balanza comercial de mayo arrojó un superávit récord de 2.500 millones de dólares, “el mayor saldo mensual positivo registrado en la serie histórica de la balanza comercial brasileña”, (GM, 3/06). Con respecto al destino de las exportaciones se destacan el crecimiento de dos destinos: China –un 229% entre enero y mayo, ahora el segundo destino de las exportaciones de Brasil, detrás de los EEUU– y Argentina –un 85% en los últimos meses (GM, 5/06). El sector automotriz es un ejemplo de la bonanza del comercio exterior: “la exportación de 50.400 vehículos en el mes de mayo muestra que éste fue el mejor mes de toda la historia del sector”, asimismo, “este número compensa la acentuada retracción en el mercado interno” (GM, 7/06). 

En lo que respecta a los sectores ligados al mercado interno, es consistente la queja sobre el enfriamiento de la economía como produc-to de las altas tasas de interés. Ya habíamos destacado que el vicepresidente José Alencar era uno de los voceros de dicho sector –fue la llave para que en la campaña electoral un sector del empresariado apoye a Lula– y es quien reclama constantemente la baja de la tasa de interés. Si bien en público niegan cualquier tipo de pelea o de posible ruptura, “el presidente Lula le pidió a Alencar que pare de condenar la tasa de interés”, (GM 7/06). Ante la presión de algunos sectores, si bien Lula se mantenía reacio a modificar la política monetaria y financiera, el presidente había declarado algunos días antes, en torno a su viaje a la cumbre del G-8, que “estamos buscando la forma de bajar la tasa sin perder el control de la inflación, puede que haya novedades”(GM, 3/06). El día 20 de junio, en la reunión mensual del Copom (Comité de Política Monetaria, del Banco Central), se determinó la modificación de la tasa: bajó del 26,5 al 26%, y, si bien fue tomada como una señal positiva para la economía, “tendrá poca incidencia en la marcha de la producción durante el año 2003 (...) habrá que esperar hasta el 2004 para ver cómo se concretan los efectos, seguramente en un escenario donde prevalecerá la tendencia a una nueva baja” (GM, 20/06). Las palabras del presidente de la Federación de Industrias del Estado de San Pablo son elocuentes: “...la actitud fue acertada pero es insuficiente (...) fijar el precio en una visión de corto plazo es paralizar más que movilizar a los capitales, o, para decirlo más profundamente, al sector productivo de nuestro país”, (GM, 21/06). La medida fue tomada como una respuesta a los reclamos y, a lo sumo, podrá generar un “shock de confianza” en los inversores. Pero todavía no hay una decisión política de cambiar las estrategias macroeconómicas: la prioridad sigue siendo la baja inflación y, para ello, es forzoso que la tasa no baje mucho. 

México. Inversión: Analistas financieros calificaron de "preocupante" el bajo nivel de inversión extranjera directa (IED) que ingresó a ese país en el primer trimestre de 2003: 2.570 millones de dólares, la cantidad más baja en un periodo similar desde 1998. Al no haber negocios rentables para el capital nacional, es lógico su presión hacia las reformas que apuntábamos (ver página 13). Otra causa de la caída de la inversión, es que las perspectivas del sector manufacturero en México y en EE.UU., aunque mejores a las de 2002, son de un crecimiento moderado. La misma tendencia a la baja se verifica para las inversiones en maquinaria y equipos. (LJdM, 9/6) 

Conflictos sociales

Perú: terminó la protesta que puso en jaque al gobierno del presidente peruano Alejandro Toledo. A menos de dos años de haber asumido la presidencia peruana, Toledo enfrenta un descontento social generalizado. Ante las movilizaciones de maestros, campesinos, estudiantes y trabajadores de la salud y del Poder Judicial, el mandatario ha decretado el estado de sitio y sacado al ejército de sus cuarteles para que patrulle las calles, reprima las marchas populares y persiga a los opositores. La rápida erosión política del mandatario no sólo se expresa en los movimientos sociales de descontento, sino también en indicadores de popularidad cercanos a 14%. 

Es oportuno recordar que las movilizaciones populares comenzaron apenas dos meses después de la llegada de Toledo a la Presidencia, en julio de 2001. A fines de septiembre de ese año, ante la incapacidad o la falta de voluntad del mandatario para enfrentar el desempleo, la insuficiencia salarial, la pobreza, la falta de vivienda y la carencia de servicios de salud, entre otros problemas críticos del Perú. La Federación Nacional Unificada de Trabajadores del Sector Salud (FNUTSS) convocó a un primer paro nacional. En mayo de 2002 se produjo un generalizado movimiento de protesta ante los intentos de privatizar las em-presas públicas de electricidad (LJdM, 30/5).

Tras el acuerdo logrado con la mediación del obispo Luis Bambarén, que comprende un paquete de unos 40 puntos con reivindicaciones sociales, profesionales y laborales, resta el problema del diferendo salarial, ya que los maestros siguen rechazando el aumento equivalente a 29 dólares y pugnan porque sea de 44 dólares. 

Venezuela: El gobierno y la oposición venezolana firmaron el acuerdo que abre el camino para la realización este año de un referéndum sobre el mandato del presidente Hugo Chávez que permitirá reelegirlo o no a la mitad del período presidencial, que será en agosto. 

Aunque los representantes de la alianza Coordinadora Democrática suscribieron el acuerdo en forma unánime, algunos lo hicieron con reservas, mientras que el partido Proyecto Venezuela se abstuvo. La consulta electoral depende ahora de la designación de las autoridades del máximo poder electoral y de que al menos 20% de los votantes registrados del país firme la convocatoria. 

Ecuador: Los maestros ecuatorianos culminaron una huelga que duró un mes, tras llegar a un acuerdo sobre mejoras salariales. Por otra parte, el presidente de Ecuador, Lucio Gutiérrez, dio marcha atrás al proyecto de privatizar las refinerías petroleras, y ordenó desmilitarizar las instalaciones debido a la huelga de los trabajadores petroleros que enfrentaba. Unos 4 mil trabajadores de la industria petrolera paralizaron sus actividades para oponerse a la posible privatización de ese sector y exigir la renuncia de Arboleda, ministro de Energía. Soldados ingresaron a las terminales de Petroecuador en Quito y Guayaquil para protegerlas y reactivarlas. El petróleo es el primer producto tradicional de exportación del país, por encima del banano, y financia 30% del presupuesto nacional, que es de poco más de 6.000 millones de dólares para 2003. (LJdM, 12/6)

Por último, la Confederación de Nacionalidades Indígenas de Ecuador (Co-naie) dio una última oportunidad al presidente Lucio Gutiérrez para que rectifique la política "continuista y ajena al proyecto de Estado plurinacional", para evitar un posible levantamiento de las etnias. La Conaie apoyó a Gutiérrez y formó una coalición con él y su partido, lo que posibilitó su llegada al poder, pero ahora consideran que ha faltado a sus promesas de campaña. 


Argentina

La pelea por las ganancias

El centro del conflicto sigue ubicado en torno a las presiones que el FMI ejerce para que se realicen las reformas estructurales planteadas. En agosto finaliza el acuerdo obtenido por el gobierno de Duhalde, y habrá que recomenzar a pagar capital e intereses de deuda. Según datos del Ministerio de Economía, la situación es la siguiente (en millones de dólares): 

En default:
Títulos públicos
47,58%
65.338

Atrasos acumulados
8,73%
12.000

Al día:
FMI-BM-BID

22,10%
30.358

Préstamos garantizados
16,60%
22.796

Club de Paris y otros
3,09%
4.255

Otros


0,98%
1.336

Banca comercial
0,92%
1.233

Total
(millones de dólares)
100,00%
137.319 

Con esta situación, obviando datos alternativos más pesimistas –según algunos analistas la deuda asciende a 160.000 millones- y tomando como tasa la de los organismos internaciones –apenas 5,5%-, el conjunto de obligaciones anuales por intereses ascendería a 7.400 millones de dólares, cifra muy superior al actual superávit primario (la diferencia entre ingresos y gastos del estado sin contar los pagos de deuda). Es obvia la imposibilidad de pagar, incluso bajo supuestos optimistas. 

De modo que las presiones del FMI aumentan: Anne Krueger dijo que la Argentina ha hecho pocos progresos en términos de la renegociación de su deuda, y destacó que la reestructuración del sistema bancario es una de las cuestiones clave para un acuerdo con el Fondo. "El sistema bancario del país "no es viable en este momento" gracias a la "predilección del Congreso de aprobar moratorias", como las recurrentes prórrogas de las ejecuciones hipotecarias, a las que el Fondo se opone. El Tesoro considera, en la misma línea en que lo hizo Krueger, que la Argentina debe encarar en forma "imperativa" las reformas estructurales en un acuerdo de largo plazo (LN, 13/06). Y al acercarse el vencimiento de la "tregua" otorgada por el FMI, el conflicto se expresó en las distintas posturas respecto de los plazos del nuevo acuerdo: El gobierno de los EE.UU. no podía ser más explícito: el Departamento del Tesoro indicó que hay un plazo suficiente como para que la Argentina, tras el miniacuerdo vigente hasta agosto, firme con el FMI un programa de largo plazo que incluya reformas estructurales (...) El subsecretario del Tesoro, John Taylor, señaló: "La razón para un acuerdo transitorio entre la Argentina y el Fondo alcanzado en enero fue darle tiempo al anterior y al nuevo gobierno para coordinar una estrategia de largo plazo (...) Ahora hay tiempo, y tengo esperanzas de que eso sucederá" (LN, 12/06). 

Por su parte, el gobierno argentino comenzó a "atajarse", planteando que el largo plazo del acuerdo depende de qué reformas estructurales se exijan: El Palacio de Hacienda aclaró que la viabilidad de pasar del miniacuerdo actual a un pacto de largo alcance sin escalas dependerá de "los requisitos que se manifiesten para suscribirlo". De este modo, indicó una fuente de la cartera económica, "en caso de no llegarse antes de septiembre a un acuerdo duradero, de largo plazo, siempre está abierta la posibilidad de prorrogar el actual programa por un plazo corto". La cartera económica consideró que "no todas las reformas se pueden hacer ahora ni de un día para otro" (LN, 12/06). 

A su vez, desde el Fondo, se respondió que el principal problema para aplicar las reformas es político, ya que lo que está pendiente es asegurar la gobernabilidad. Así lo expresó el titular del FMI, Horst Köhler, quien señaló que el mayor desafío del país es "cicatrizar las heridas en la sociedad y lograr el mínimo consenso político para avanzar con las reformas” (LN, 21/06). 

El eje del futuro acuerdo consiste en el mantenimiento de un superávit fiscal del 3,5% del PBI para el año 2004 y del 4,5% para el 2005. Es decir que, el ajuste en el gasto público y el aumento de la presión tributaria deberán crecer de acá a dos años. Lo que implica un aumento de la tensión social. Por eso Köhler llegó al país para evaluar el consenso político que existe en el Gobierno (C, 08/06) y para saber si Kirchner, una vez convencido del rumbo económico, tendrá la fuerza política para llevarlo adelante [...] quiere conocer la voluntad que existe en la clase dirigente de acompañar un plan de fondo, que implicará medidas de austeridad y decisiones con alto costo político (C, 13/06) 

Mientras tanto, el gobierno argentino continuó avanzando en su alianza con Brasil. Para ello, Kirchner visitó a su par brasileño, Lula, en donde acodaron una línea de intervención común dentro del Mercosur tanto en el plano político como económico. También se realizó en Paraguay una cumbre presidencial de este frente regional, que incluyó a Venezuela (ver página 14).

Mientras se daban estos encuentros, la Unión Industrial Argentina (UIA) presionaba para obtener de los mismos una mayor tajada. La cúpula de esta entidad se reunió con el ministro de Economía, Roberto Lavagna, para pedirle, entre otras cosas, que se cree la figura de salvaguardias (aranceles y cuotas) para contrarrestar eventuales daños producidos por competidores del Mercosur. Textualmente dijeron: “más Mercosur, sin una mejora y sin mecanismos para amortiguar conflictos, sólo lleva a la decepción” (C, 07/06). 

Ante esto, el embajador brasileño, Botafogo Gonçalves, criticó a "algunos empresarios que plantean la aplicación de salvaguardias en el comercio intra-Mercosur, en lugar de pensar en integrar y ampliar la economía regional para salir a conquistar terceros mercados" (LN, 06/06). 

Esta situación provocó la intervención del gobierno argentino, en este caso a favor del planteo brasileño: Es evidente que Alvarez Gaiani, presidente de la UIA, continúa siendo asesorado por economistas que defienden y añoran la convertibilidad", opinó el vocero de Lavagna, Armando Torres. El presidente de la UIA proviene de la Coordinadora de Industrias de Productos de la Alimentación (Copal), que siempre ha mantenido posturas liberales (LN, 06/06). Sin embargo, el mismo Lavagna reconoció públicamente, estar preocupado pro una posible “invasión” de productos brasileños, debido a que el socio mayor del Mercosur está en una etapa de declinación de su actividad industrial. En rigor, Lavagna hizo mención a que, como herramienta para salir de la recesión, las industrias brasileñas “nos tiren con una invasión de exportaciones” (C, 12/06). Apreciación de la realidad que se sustenta en datos concretos: entre enero y abril de 2003, las importaciones brasileñas aumentaron, mientras las exportaciones argentinas al país vecino disminuyeron (C, 12/06). 

Con todo, días más tarde, el gobierno aprobaba la prórroga por seis meses de la doble indemnización por despidos, y nuevamente desde la UIA llegaron los reproches: "Esa medida conspira contra la creación de nuevos empleos y distorsiona el mercado laboral". (...) También Osvaldo Cornide, titular de la Coordinadora de Actividades Mercantiles (CAME), dijo no estar de acuerdo con la decisión oficial, porque "las empresas siempre plantean el tema como una traba para las contrataciones" (LN, 19/06).

Finalmente el Gobierno también presionó sobre las privatizadas: frenó por 90 días el tratamiento de los aumentos tarifarios (C, 08/06); y sobre todo, amenazó con renegociar los contratos o darlos directamente de baja, de las concesiones de los aeropuertos y el correo. El negocio de los aeropuertos está en manos del grupo Eurnekian asociado con un grupo italiano y otro norteamericano. El correo lo controla el grupo Macri y el Banco Galicia. Como en todo servicio que pasó a manos privadas predominan las deudas impagas al estado y los incumplimientos de lo pautado (tarifas caras, abandono de las inversiones, etc). Al mismo tiempo, y como arma de presión, Kirchner reemplaza a los titulares de los entes reguladores que controlan a los servicios privatizados, con su personal de confianza (C, 12/06). El dato fundamental de este proceso es que, ante las muecas de disgusto del FMI, desde el gobierno se garantizó que Kirchner “no quiero reestatizar, sino volver a privatizar” (C,09/06). En relación con esto, llamó la atención la confesión del ministro de Planificación, Julio De Vido: “Queremos que capitales de los EE.UU. participen de los nuevos llamados a licitación y se hagan cargo de las futuras concesiones” (C, 13/06). Se evidencia así lo que concluíamos en el Análisis anterior: el combate se desenvuelve entre los capitales más concentrados para apropiarse de “lo que queda”.

La pelea política

Esta quincena, el gobierno de Kirchner continuó con el "lavado de cara" que intenta reconstruir la "gobernabilidad". En primer lugar, todos los cañones apuntaron hacia la Corte Suprema de Justicia. La limpieza de esta institución fue uno de los principales reclamos de la población desde el estallido de 2001. Por esto, el gobierno mantiene la ofensiva sobre todo hacia su presidente, Julio Nazareno, y hacia los miembros que formaron un frente conocido como "mayoría automática menemista"; promoviendo el juicio político a través del Congreso. Pero, mientras este trámite sigue su curso, se presiona para que dichos jueces renuncien por propia voluntad. Así lo entendió el propio Kirchner, mostrando la necesidad de recomponer los lazos con la población: "Hace falta un gesto de generosidad muy grande para terminar con esta sensación constante de impunidad" (LN, 19/06). 

Inclusive, cada intento de la Corte por desequilibrar con causas pendientes en contra del gobierno, generó mayor repudio de la población y nuevos argumentos para el enjuiciamiento. Así sucedió, por ejemplo, con la amenaza de redolarizar los depósitos aún "acorralados". La respuesta de Kirchner fue inmediata: "Es escandaloso y constituye el más grande agravio a la seguridad jurídica el sólo hecho de que algunos especulen con tomar de rehén a la gobernabilidad para la obtención de ventajas o garantías personales o institucionales" (LN, 05/06). 

La actitud del gobierno se asienta en el amplio apoyo que genera en la población la limpieza de la Corte, asociada a prácticas corruptas y adicta a al ex presidente Menem: El 83,1% de los encuestados reclamó la renuncia de al menos algunos de los inte-grantes del máximo tribunal, mientras que sólo el 3,8% dijo que no debería renunciar ninguno. La mayoría de los consultados se inclina por la renuncia de la totalidad del cuerpo: el 54,2% respondió de esta manera, en tanto que el 28,9% de los entrevistados dijo que deberían renunciar solamente algunos de los magistrados (LN, 09/06). 

Al mismo tiempo, el gobierno avanzó con la reforma para la elección de miembros de la Corte. Desde ahora, un aspirante al cargo deberá exhibir públicamente todos sus antecedentes laborales, detallar a qué clientes defendió en los últimos años, cuál es su patrimonio y el de su familia y qué asociaciones civiles o políticas integró. Además, podrá ser objetado por las principales entidades profesionales, sociales y de defensa de los derechos humanos antes que el presidente eleve el pliego al Senado. Las razones de tamaña medida están claramente expuestas por el propio Kirchner: "Con esta medida iniciamos un camino irreversible para reconciliar a la política y las instituciones con la sociedad (...) La Corte necesita ganarse la confianza de la sociedad para lograr solidez en sus decisiones" (LN, 20/06). También la iglesia opinó al respecto: "Todos los organismos de derechos humanos queremos la renuncia de esta Corte Suprema, un acuerdo tácito que hemos compartido con el Presidente", sostuvo el obispo Etchegoyen (LN, 04/06). 

El otro acontecimiento de peso, en la construcción de apoyo político y consenso por parte del gobierno, se desarrolló al interior del PAMI. Luego de intensas disputas, amenazas cruzadas de corrupción y del permiso de ambas cámaras legislativas para la intervención directa del ejecutivo dentro de la entidad; se removió a dos directores vinculados a la CGT oficial, fundamentalmente a Luis Barrionuevo. Las amenazas de uno de los hombres de Barrionuevo, incorporado a la obra social de los jubilados durante el gobierno de Menem: “voy a hablar ,y eso va a ser muy peligroso porque sé muchas cosas”, no alcanzó para frenar el avance en el recambio del personal de primera y segunda línea que dirige al PAMI (C, 18/06). Ahora bien, lo más importante es entender cómo mediante este reacomodamiento de cargos, se construye el apoyo político necesario, que exige el FMI. Observemos con atención: La pelea no es sólo por la renovación de los dos representantes de la CGT, sino también, y sobre todo, por con control de decenas de gerencias y otros cargos donde se definen contratos y prestaciones millonarias (C, 13/06). La pelea, concluimos lícitamente, es entonces por el control de los canales por donde fluye el dinero de la corrupción. Ahora bien, según se hizo público, si se llegaran a producir las vacantes, una de ellas podría quedar en manos de la CGT de Hugo Moyano (C, 13/06). Pues el mismo dirigente de la CGT “rebelde”, así lo reconoció. Uno de los cargos de director del PAMI, será ocupado por la fracción “rebelde” de la central obrera.

Acto seguido, Moyano salió a respaldar a Kirchner sin timidez: “Yo creo que la inmensa mayoría del pueblo está viendo con sus propios ojos las decisiones muy firmes que está tomando el Presidente en defensa del pueblo y el Estado y que son reclamos que, en muchos casos, no se atrevieron a tomar por años los gobierno anteriores del menemismo y el delarruismo” (C, 17/06).

Así, el consenso obtenido por el Gobierno, de parte del sindicalismo, no se redujo sólo a las dos CGT. También hizo lo propio con la CTA, liderada por Víctor de Gennaro, y con los dirigentes de las organizaciones de desocupados FTV, Luis D´Elía, y CCC, Carlos Alderete. Desde la CTA, De Gennaro se deshizo en elogios hacia Kirchner: "Es una grata sorpresa la expresión de la voluntad de poder y de apertura que está teniendo el Presidente y lo que está pasando en distintos sectores, como lo que hizo en las Fuerzas Armadas, lo que está sucediendo en la Justicia y en la realidad laboral es un fuerte impacto para posibilitar que haya un verdadero cambio" (LN, 05/06). Y por parte de la FTV, su líder Luis D´Elía también se fue en alabanzas: "No damos cheques en blanco, pero si el Gobierno sigue en esta línea va a poder rápidamente avanzar sobre los intereses del conjunto del movimiento popular" (LN, 06/06).

Ahora, en el caso de la CTA, también el presidente Kirchner prometió repartir una porción de la “torta”, asumiendo el reclamo de Víctor De Gennaro, en función de lograr una mayor “democratización” en materia de elección sindical (C, 05/06). Es decir, que los sectores cooptados por la CGT puedan separarse e integrar la CTA. Por ahí pasa la puja y desde ahí Kirchner intenta repartir para ganar respaldo político. 

Por último un hecho criminal en Santiago del Estero, vinculado profundamente a la cúpula del poder político y policial, está haciendo tambalear al gobierno provincial del “caudillo” justicialista Carlos Juárez. El asesinato de dos jóvenes mujeres acontecido en enero del presente año, condujo durante las últimas semanas a la renuncia del vicegobernador; al relevamiento de la cúpula del área de Seguridad de la provincia y del secretario de prensa de la gobernación; a la ejecución de sumarios internos a 10 policías que actuaron en la primer etapa de la investigación; al pedido de licencia del diputado “juarista” por la provincia Carlos Anauate, para evitar el juicio político; a la remoción del “defensor del pueblo” de la ciudad; a la renuncia del primer juez que operó en la causa (también amenazado con ser sometido a un juicio político por parte del Consejo de la Magistratura). En medio del escándalo la actual gobernadora y esposa de Juárez, “Nina” Aragonés de Juárez intentó despegarse del escándalo político: “Santiago no es Catamarca ni nosotros somos los Saadi” (C, 10/06). La frase es atinada, puesto que ambos casos sí demuestran una gran cantidad de elementos en común. Con todo, se produjeron dos masivas movilizaciones, en donde participaron 2.000 y 5.000 personas respectivamente. Según las fuentes, la población de Santiago afirma que la investigación no está clara “porque los asesinos pueden ser familiares de poderosos” (C, 08/06). Finalmente las quejas vinieron del obispo de la provincia, Juan Carlos Maccarone, quien en la masiva celebración del Corpus Christi afirmó que la situación en la provincia “exige enterrar el amiguismo, la prepotencia, la arbitrariedad, la impunidad y todo régimen de amenaza y sospecha”; cualidades todas esenciales del régimen político, que perdurarán más allá de las “lavadas de cara” que intente llevar a cabo la nueva administración nacional. El obispo de Santiago advirtió: “La desconfianza social es tan grande que no [le] es fácil a la gente esperar resultados satisfactorios, y son muchas las acciones y medidas que las autoridades deberán hacer para restablecer la confianza perdida” (C, 23/06). 
Conflicto social
Lleva más de un mes de paro el personal no docente de unas 200 escuelas bonaerenses, en reclamo de un salario mínimo de $440. Felipe Solá calificó a la huelga como "acción de boicot" y amenazó con reemplazar a los huelguistas. Por ello, el día 12, los gremios en conflicto -ATE, UPCN y SOEME- junto a organizaciones de desocupados marcharon a la Gobernación para continuar con los reclamos (LN, 11/06 y 13/06). 

El día 11, dieciséis organizaciones de desocupados, entre ellas el MIJD, el Bloque Piquetero Nacional y la CTD Aníbal Verón, reclamaron en Plaza de Mayo puestos de trabajo y aumento salarial (LN, 12/06). 

El 13 de junio, en Santa Fe, grupos de evacuados y autoevacuados cortaron accesos y principales avenidas, por la demora en la reconstrucción de las viviendas. Lo propio hicieron los pobladores de Recreo, cortando la ruta nacional 11 (LN, 13/06). 

El día 18, jubilados, pensionado y desocu-pados junto a las organizaciones MIJD, CTA y MTL ocuparon conjuntamente la sede central del PAMI en demanda de la renuncia del actual directorio, excepto los designados por el Poder Ejecutivo (LN, 19/06).

El 17, en Arequito (Santa Fe) el asesinato de un joven produjo una pueblada. Unas 3.000 personas concentradas frente a la comisaría, lograron el atrincheramiento de los policías, luego de una lluvia de piedras y el incendio de dos automóviles. Los vecinos también insultaron al Presidente Comunal (radical) y al diputado provincial, que se acercaron al lugar. Al pedido de “justicia” se sumaron fuertes críticas a la policía. La jornada concluyó cuando ésta reprimió con balas de goma (C,18/06). No obstante la represión policial, el 18, unas 1.000 personas se concentraron en la Plaza del pueblo exigiendo mayor seguridad y mayor control sobre la policía local. Ante las acusaciones descargadas contra los habitantes de los asentamientos lindantes más pobres, la madre de la víctima defendió el “derecho de todos a vivir en Arequito” (C, 19 y 22/06). 

Un caso similar se produjo en Arrecifes, provincia de Buenos Aires, cuando 500 personas también atacaron a la comisaría y al comisario, luego del asesinato de un vecino. El día 20, se movilizaron unas 2.000 personas, en donde algunos hablaron de connivencia y otros de complicidad de parte de la policía para con los delincuentes. Por esto el gobierno bonaerense intervino la comisaría y echó al comisario (C, 21/06).

Seguridad y Militarización

Mientras tanto, por si no se logra el tan esperado consenso en el plano político, se avanza en el plano de la seguridad preparando el terreno para una escalada en el nivel de conflictividad social. Para ello, tras la purga en las cúpulas policiales y militares, ahora se trata de establecer en ambas fuerzas la acentuación de la política de control territorial, que permita prever y reprimir, en caso de ser necesario, el estallido de nuevos conflictos. Así lo expresó el gobernador bonaerense, Felipe Solá: "Lo que hace falta ahora, que no es nuevo, es que la gente se sienta protegida. Es urgente incrementar el nivel de protección, y para ello necesitamos mayor cantidad de personal policial en las calles, algo parecido a lo que se vio en los últimos días de diciembre del año pasado, cuando había un alerta por posibles desbordes, que finalmente no ocurrieron. Allí se combinaron fuerzas de seguridad provin-cial y federal. Insisto, necesitamos que haya más efectivos provinciales en la calle. Y apo-yo de las fuerzas federales tanto en puestos fijos como en recorridas" (LN, 03/06). 

Esta política ya comenzó a instrumentarse: El gobierno nacional y el de la provincia de Buenos Aires anunciaron la creación de una suerte de Estado Mayor Conjunto para la lucha contra el crimen, que compromete la actuación coordinada de la Policía Federal, la bonaerense, la Gendarmería Nacional, la Prefectura Naval y la Secretaría de Inteli-gencia (ex SIDE). El organismo se llamará Gabinete de Seguridad, y estará coordinado por la Secretaría de Seguridad Interior, a cargo de Norberto Quantín (LN, 03/06). 

A su vez, los controles que se realizan en el perímetro de la Ciudad de Buenos Aires, serán imitados en círculos concéntricos hacia el interior bonaerense, con la misión de instrumentar varios anillos de contención y control: "Pretendemos correr la General Paz. No podemos permitir que un límite geográfico se interponga en la lucha contra el delito; por eso, vamos a ampliar el anillo que rodea la Capital", dijeron fuentes oficiales. En estos retenes participarán integrantes de las fuerzas federales y de la bonaerense” (LN, 04/06). 

En el mismo sentido, la nueva conducción del Ejército planteó en una reunión masiva de oficiales superiores, la nueva política: En el Ejército vuelve a imponerse el concepto de despliegue territorial. Así lo informó el general de brigada Roberto Bendini (...) Presencia en el terreno y producción nacional serán los nuevos ejes (...) en concreto, la directiva de Bendini deja sin efecto los estudios para el cierre de unidades (...) Para Bendini, el Ejército debe mantener su despliegue para transformarse en un polo productivo en cada pueblo. La mirada que presentó a sus oficiales es la de una fuerza que produzca material para la defensa y aplicable también en el ámbito civil (...) Una de las reflexiones escuchadas marcaba la pregunta ¿para qué se quiere el Ejército? La variante elegida por esta nueva gestión, apunta a un Ejército que, a partir de su presencia física, consolide la soberanía territorial y de servicio en los más aislados rincones del país (LN, 13/06).
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